Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 10 minutos) 


-Corresponde considerar el primer punto del orden del día: Designación de Presidente y 
Vicepresidente, tal como lo establece el artículo 151 del Reglamento del Senado. 


Al respecto, quiero aclarar que en la sesión anterior se había propuesto al señor Senador Gargano 
como Presidente de la Comisión, pero como no estaba en Sala, los señores Senadores resolvieron esperar 
a que estuviera presente para proceder a la votación. 


SEÑOR GARGANO.- Propongo a la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar si se designa al señor Senador Gargano como Presidente de la 
Comisión. 


(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gargano) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 11 minutos) 

-Corresponde ahora designar al Vicepresidente de la Comisión 


SEÑORA PERCOVICH.- La Vicepresidencia le correspondería al Partido Colorado, es decir, al señor 
Senador Sanguinetti, ya que es el único integrante de dicha Bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se designa al señor Senador Sanguinetti como Vicepresidente de 
la Comisión. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 1458/2009. PARQUE DE VACACIONES DE UTE - ANTEL. Se interpreta la Ley N* 16.621 de 
10 de noviembre de 1994. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los señores 
Senadores integrantes de la Bancada del Frente Amplio. Distribuido N* 3078/2009. 


Carpeta N* 1461/2009. LEY GENERAL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. Mensaje y proyecto 
de ley remitido por el Poder Ejecutivo. Distribuido N* 3081/2009. 


Carpeta N* 1462/2009. RELACIONES DE CONSUMO. Procedimiento en pequeñas causas. Proyecto de 
ley con exposición de motivos presentado por los señores Senadores integrantes de la Bancada del Frente 
Amplio. Distribuido N* 3079/2009. 


Nota de la Junta Departamental de Rocha de fecha 12 de marzo de 2009 adjuntando las palabras 
pronunciadas por el señor Edil Alejandro Humpiérrez sobre seguro obligatorio de vehículos.” 


-Según me acota la Secretaría, se repartirán en el día de hoy; por lo tanto, oportunamente se les 
dará ingreso en el orden del día. 


Antes de recibir a las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Presidencia 
quiere realizar un planteo de carácter político, que tiene que ver con un tema que ya ha sido introducido en 
esta Comisión: la solicitud de juicio político formulada por un tercio de integrantes de la Junta 
Departamental de Maldonado. En ese sentido, la Bancada del Frente Amplio plantea a la Comisión que 
este tema figure como primer punto del orden del día del próximo martes y que los denunciantes sean 
citados a las nueve de la mañana y, a las 14 horas, el denunciado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción propuesta. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Sugiero que todos los antecedentes que haya sobre el tema sean distribuidos a cada uno de los 
señores Senadores y señoras Senadoras. En virtud de que estamos ante un hecho muy importante, nada 
menos que ante una acusación de carácter político que implicaría someter a juicio a un Intendente de un 
departamento de la República, debemos tener todos los antecedentes a mano para cuando comparezcan 
los denunciantes. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Asimismo, sugiero que se solicite información al Poder Judicial sobre los casos 
que están en su órbita. 


SEÑORA PERCOVICH.- Inclusive, existen resoluciones que ya se han adoptado a nivel judicial, que sería 
conveniente que pudiéramos tener en nuestro poder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sería bueno que la Secretaría se informara acerca de cuáles son los 
temas que están a consideración del Poder Judicial y le solicitara que remitiera los antecedentes 
correspondientes a la Comisión. 


SEÑOR ABRELU.- Señor Presidente: creo que todos los antecedentes que sean útiles para poder analizar 
la situación y tomar posición sobre un juicio político, siempre van a ser bienvenidos, sin importar de dónde 
provengan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que, como se trata de una cuestión de trámite, no es necesario votar. 
Entonces, sugiero que se tome nota de que estamos de acuerdo en que la Secretaría realice la solicitud 
correspondiente y envíe una nota a la Suprema Corte de Justicia a tales efectos. En la misiva hay que 
hacer mención a los juicios y a los antecedentes porque, de lo contrario, la Suprema Corte de Justicia tiene 
que pasar una circular a los Juzgados para saber cuáles son. Por ello, creo que hay que expresar 
específicamente lo que se está pidiendo. 


SEÑOR ABREU.- En función de lo expresado, advierto que este tema pasaría a ser el primer punto del 
orden del día a considerar en la sesión de la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, señor Senador, va a ser el primer punto de la sesión del martes 
próximo a las 9 horas. 


SEÑOR ABREU.- Entonces, todos los demás puntos quedarían relegados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador; quedarían relegados hasta que se resuelva el que ahora 
estamos abordando. 


A continuación, la Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el agrado de recibir al 
señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, Doctor Jorge Bruni, y a su asesor, Doctor Héctor 
Zapiraín, a quienes les vamos a solicitar que nos brinden las consideraciones que les merece el proyecto 
de ley por el que se dispone la abreviación de los procesos laborales. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Muchas gracias por recibirnos en la tarde de hoy. 


Antes que nada, quiero hacer una precisión de carácter personal. En virtud de que debo atender 
una situación ineludible que surgió en la tarde de ayer, me tengo que retirar a la hora 15, por lo que 
quedarán acompañados del Doctor Zapiraín; de esta forma, el Ministerio seguirá representado. 


En primer lugar, me voy a limitar a sintetizar lo que en nuestro concepto es una excelentísima 
exposición de motivos del proyecto de ley. Independientemente de que la iniciativa sea compartida o no, en 
lo personal, me parece que la exposición de motivos es muy clara, rica y sintética para ilustrarla. 


Creo que existe una realidad. Tenemos conflictos de orden laboral que son muy diferentes a otros 
que puedan surgir en la órbita comercial o en la financiera. Me refiero a que son conflictos muy diferentes, 
no solo en cuanto a su contenido, sino en relación a los plazos en los cuales se van a dilucidar. Por lo 
tanto, nos parece que esa es una circunstancia a considerar, y de ahí la remisión del proyecto de ley. 


En segundo término, advertimos que se trata de juicios en los que están en juego derechos 
fundamentales, como el derecho al trabajo y sus derivados -como derecho humano fundamental- y, por lo 
tanto, creemos que son buenos todos los esfuerzos tendientes a que se efectivice lo que está previsto, no 
solamente en nuestras normas máximas constitucionales, sino en una serie de normas internacionales, 
buscando que se adopten las medidas necesarias a efectos de que sea práctico lo que en teoría se viene 
diciendo, no desde ahora sino desde hace muchos años. 


En tercer lugar, hay que considerar -y a este respecto prácticamente existe unanimidad en la 
Cátedra y en la doctrina uruguaya- que el Derecho del Trabajo ha adquirido una autonomía notoria y, por lo 
tanto, en nuestro concepto, tiene que ser atendido de manera acorde con el hecho científico diferente que 
es. 


Repito, pues, que para nosotros lo básico es que estamos hablando de derechos fundamentales 
y, en este sentido, somos conscientes de que existen lentitudes, formalismos y una serie de elementos que 
llevan a que todo lo que tiene que ver con el Derecho del Trabajo tenga una duración desmesurada. No 
estoy diciendo que, en ocasiones, las demoras no se justifiquen, pero de cualquier forma, creemos que la 
legislación actual contribuye a una duración de estos procesos que, precisamente, está afectando derechos 
fundamentales del trabajo, máxime en un país donde no existen sanciones ni recargos, salvo desde el 
momento en que se implementa alguna gestión administrativa y, a partir de ahí, comienzan a hacerse 
determinados cálculos para que no se estanque el valor de la cantidad correspondiente. Hay un proyecto 
de ley en el Parlamento sobre el cual el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, días atrás, ya brindó su 
opinión y que tiene mucho que ver con estos aspectos. 


No recuerdo quién decía que la duración de estos procesos y las formalidades de los juicios a 
veces llevan a que malas intenciones puedan derivar en una demora desmesurada. Como dije, no se 
aplican multas ni recargos y, por lo tanto, todo esto puede contribuir a que, de alguna manera, se 
desnaturalice lo que existe desde el punto de vista normativo. 


Precisamente este proyecto de ley, entre múltiples medidas, contiene dos que están relacionadas 
con estos aspectos. Una de ellas tiene que ver con que, una vez aclarados y aceptados los rubros 
salariales, se efectúe el depósito del 50% y, además, se aplique una multa del 20% cuando esto no se 
cumple en tiempo. 


En consecuencia, creemos que este es uno de los motivos fundamentales para un tratamiento 
específico de un proceso laboral autónomo. Esto se debe a las razones que he mencionado y también a 
algunas otras que posiblemente existan y que tal vez pueda agregar en los próximos minutos. 


Consideremos -este aspecto también ha sido detallado en la exposición de motivos- que, 
prácticamente, somos el único país de la región que no tiene un proceso autónomo en materia de Derecho 
del Trabajo. En definitiva, estamos hablando de un país como Uruguay que, de alguna manera, en muchos 
aspectos -fundamentalmente, en el campo de las relaciones de trabajo y de la cristalinidad- es un 
referente regional. No nos parece coherente, por las razones que acabo de expresar, que ese orgullo -que, 
obviamente, no solo ha sido construido por este Gobierno, sino que data de muchos años atrás- no se 
compadezca con la existencia de un proceso laboral autónomo. 


Por otra parte, en el país existen antecedentes en este sentido. Antes de la entrada en vigencia 
del Código General del Proceso, la Ley N* 14.188 establecía un proceso laboral autónomo, pero luego, por 
numerosas circunstancias, fue derogada y el proceso laboral se introdujo dentro de los proyectos 
generales, no atendiéndose las especificidades que tiene el Derecho del Trabajo. Nunca estará de más 
decir que están en juego derechos fundamentales. 


Por otro lado, existen obligaciones internacionales. Hay una declaración del año 1948 que exige 
que, en materia de Derecho del Trabajo, exista una jurisdicción especializada en reclamaciones laborales. 
Quienes alguna vez tuvimos el privilegio de estudiar en la Universidad de la República, siempre 
recordaremos las enseñanzas que enfatizaban que la propia génesis del Derecho del Trabajo tenía como 
finalidad eliminar desigualdades que existían en la vida práctica. Estas eran viejas enseñanzas que 
docentes como Ferrari, Barbagelata o Plá Rodríguez impartieron en la década del cuarenta. 


Ante las realidades que he tratado de expresar en forma muy sintética, creemos que no sería 
incoherente crear una nueva circunstancia para que la desigualdad que a veces existe, sea atendida y 
eliminada con la adopción de medidas, tanto desde el punto de vista normativo como administrativo. Por lo 
tanto, entendemos que la existencia de un proceso laboral autónomo contribuye a igualar aquello que 
muchas veces se encuentra en una posición de desigualdad en la vida real. Estamos hablando de algo que 
comenzó muchos años atrás y que se fue promoviendo y extendiendo por medio de una cantidad de 
normas laborales, lo que permitió que en algún momento tuviéramos un proceso laboral. Esto no determinó 
la culminación de este proceso, pero demuestra su importancia, aunque lamentablemente, por motivos que 
no voy a juzgar ahora, fue derogado. En la actualidad, el Poder Ejecutivo pretende crear un mojón más en 
este proceso hacia la igualdad de condiciones que debe existir. 


Para ello, como habrán visto en el proyecto de ley, se introducen una serie de normas y 
modificaciones como los dos tipos de juicios -el juicio laboral y el de menor cuantía-, los plazos perentorios 
e improrrogables o las facultades inquisitivas de los Jueces. Además, los Abogados estamos 
acostumbrados a que en los juicios muchas veces se presenten excepciones o determinados 
cuestionamientos y ahora se dispone que, salvo dos o tres excepciones, todo se corre para que se 
resuelva a sentencia, a los efectos de que el juicio no se paralice. A su vez, también se dispone la multa del 
20% de la que hablaba anteriormente. En síntesis, se establecen una serie de elementos que responden y 


concretan lo que he expuesto y que expresan, en forma sintética, lo que surge de la muy buena exposición 
de motivos que tiene este proyecto de ley. 


Esto es cuanto quería manifestar sobre esta norma, aclarando que cuenta con el respaldo 
doctrinario de ilustres catedráticos de la década del cuarenta -años 1940 a 1947-, como Couture y Plá 
Rodríguez. Por lo tanto, este proyecto de ley no solamente se ve reforzado por la doctrina de la que se 
tiene mejor concepto en la Universidad de la República y que nos ha legado los elementos que hoy he 
expuesto, sino que también lo sustentan los antecedentes normativos y las obligaciones internacionales. 


Esta ha sido la explicación de por qué el Poder Ejecutivo apoya esta propuesta. Además, 
debemos aclarar que, como consecuencia de una iniciativa de la Suprema Corte de Justicia, se invitó a la 
Universidad de la República y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para trabajar en forma conjunta 
en este proyecto que estamos tratando. 


Por último, todo esto necesita respaldo en la práctica y nosotros creemos que no basta con 
sancionar este proyecto de ley, sino que habrá que respaldarlo desde el punto de vista material. ¿Qué 
quiero decir con esto? Que se necesita una infraestructura judicial adecuada a la materia; es decir que no 
basta con sancionar una ley que creemos debe ser sancionada. Además, significa un paso en un proceso 
que aún no culmina; pensamos que debe existir un respaldo de infraestructura y que tiene que haber una 
cantidad suficiente de Juzgados como para que esto pueda ser efectivo. Asimismo, pensamos que debe 
haber una adecuación -que si bien está en proceso, todavía no se ha logrado- del propio Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que contribuya a la celeridad que pretendemos sea corregida mediante este 
proyecto de ley. No tenemos ningún inconveniente en admitir que si bien se han ido solucionando 
deficiencias y atrasos, el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social también debe adecuarse a la 
celeridad requerida en esta iniciativa. De ahí que en alguna de las normas que contiene este proyecto de 
ley se haga referencia concreta a que la parte administrativa de esta Cartera también adecue sus 
estructuras a fin de contribuir a la celeridad, que es un requisito imprescindible. 


Por otra parte, serán necesarias -esta es otra carencia que constatamos- políticas de formación 
que contribuyan con quienes vayan a desempeñar la Judicatura en este tema, pero lo más importante, a 
nuestro entender, es que se trata de un paso trascendente, que requerirá posteriores medidas que deberán 
ser adoptadas, a los efectos de que tenga eficacia lo que en teoría nos parece un muy buen proyecto de 
ley. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR ZAPIRAÍN.- Desearía aportar tres o cuatro aspectos que me parecen importantes. 


Ante todo, hay que destacar el fundamento y la necesidad de todo esto, y en ese sentido creo 
que el señor Subsecretario ha sido por demás elocuente. La propia esencia del Derecho Laboral es tuitiva: 
sus normas sustanciales están destinadas a proteger aquella parte que se considera más débil en la 
relación laboral; de allí que toda la doctrina, desde hace bastante tiempo, ha propiciado la necesidad de 
que ese Derecho -que tiene una característica propia- tenga un procedimiento autónomo. De hecho -y 
como bien lo demuestra un artículo reciente del profesor Barbagelata-, nuestro país es la excepción en 
cuanto tiene un procedimiento inmerso dentro de los demás procesos y no uno autónomo, como sí tuvo 
hasta la aprobación del Código General del Proceso. Los señores Senadores recordarán la vieja Ley N* 
14.188, que establecía un procedimiento particular y autónomo. 


El Código General del Proceso trajo algunas ventajas y ciertas mejoras, principalmente la 
oralidad, la cercanía y la celeridad, pero transcurrido el tiempo hoy contamos con un promedio de juicio 
laboral que dura cuatro años y, si va a casación, son cinco años. Cabe destacar que estamos discutiendo 
nada más y nada menos que sobre derechos esenciales, más allá de las teorías fundamentales que 
tengamos sobre ellos con relación al trabajo humano -hay quienes consideran que todo el Derecho de 
Trabajo es un derecho humano, pues implica al individuo que pone su cuerpo y energías-, porque estamos 


discutiendo también sobre el salario, que es lo vital para el individuo. Por lo tanto, no se puede esperar 
cuatro o cinco años; creo que allí hay una carencia. Pero, además, el Código General del Proceso, que 
tiene sus virtudes y que ha tenido sus ventajas, no recoge todos los principios propios del Derecho del 
Trabajo. Esa es otra carencia que ha sido señalada por la doctrina en general. 


Este proyecto -que, como decía el Doctor Bruni, recoge los antecedentes que surgen de esa 
Comisión- toma los antecedentes de proyectos anteriores elaborados en el marco del Instituto de Derecho 
Laboral de la Facultad de Derecho. Por lo tanto, aquí se incorpora lo que la doctrina venía elaborando 
desde hace tiempo; el proyecto no innova, salvo en algunas particularidades. Pero también se recogen 
algunas cuestiones del Derecho Comparado y, respecto de este punto, me parece de lealtad y de buena fe 
que, cuando uno está defendiendo un proyecto de ley, se destaquen también algunos aspectos que pueden 
considerarse álgidos. Me refiero, por ejemplo, a la obligación de depositar el 50% en el caso de una 
sentencia de condena, para poder apelar. Esta es una novedad para nuestro sistema, pero no lo es en el 
Derecho Comparado. Justamente, esto tiene como finalidad central evitar las “alongaderas”, las chicanas y 
los recursos sin sentido que muchas veces se ven en los Tribunales y que tienden a alargar un juicio 
porque, de pronto, es más conveniente -o menos costoso- hacerlo que pagar en ese momento. Pero esto 
es parte de la realidad que vivimos. 


Este proyecto de ley tiene tres aspectos a destacar. En primer lugar, se acentúa la importancia de 
la conciliación previa, y a este respecto creo que es fundamental el mejoramiento de los servicios que 
presta el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En segundo término, el proyecto busca reducir o 
eliminar aquellos elementos que puedan llevar a alongar un juicio más allá de lo razonable, creando un 
procedimiento autónomo y concentrado en una única audiencia, estableciendo plazos reducidos -el plazo 
para dictar sentencia también lo es- y eliminando algunas excepciones, porque se resuelve todo junto. 
Además, se toma lo que ya está en el Código General del Proceso en cuanto a los juicios de menor cuantía 
-se los instala en materia laboral, donde es un recurso poco utilizado- y se reducen plazos para las 
apelaciones y algunas otras cuestiones. 


Por otra parte, hay dos aspectos que me gustaría que los señores Senadores tuvieran en cuenta 
a la hora de analizar este proyecto de ley. Por un lado, el artículo 27 colide con la reciente ley de 
concursos. En lo personal -sé que el punto fue motivo de discusión institucional en su momento-, me 
parece que la solución de este proyecto de ley es más adecuada desde una perspectiva laboral. De todos 
modos, hoy hay una ley de concursos que prevé una solución distinta de la que aquí se establece. El otro 
aspecto refiere al artículo 29, que trata sobre los intereses por atraso en el pago de salarios y que, a mi 
juicio, también colide con el proyecto de ley que hoy se está debatiendo en el Senado y que, en caso de 
aprobarse, daría lugar a ciertas contradicciones que habría que solucionar para no causar ruido en la 
jurisprudencia y la doctrina. 


SEÑORA DALMÁS.- Se refiere al artículo 16 
SEÑOR ZAPIRAÍN.- El artículo 16 es del otro proyecto; aquí serían los artículos 27 y 29. 


Estos son los puntos más importantes de este proyecto de ley. Destacamos la referencia a los 
temas de interpretación e integración a los principios del Derecho del Trabajo que, además, aparecen 
expresamente nominados en el proyecto. 


En consecuencia, creo que estamos frente a una iniciativa que, como toda obra, es perfectible, 
pero que se encuadra dentro de lo que comúnmente llamamos “la buena doctrina laboral”. 


SEÑOR ABREU.- De acuerdo con el mecanismo de las Comisiones, lo que hacemos los Senadores, más 
que emitir una opinión, es ir planteando preguntas sobre lo que manifiestan los comparecientes, para luego 
tomar posición sobre los proyectos de ley en cuestión. En ese sentido, tengo algunas preguntas muy 
puntuales para formular a nuestros invitados de hoy. 


La primera consulta que planteo a los representantes del Ministerio es cuál es su opinión respecto 
de la eliminación de la apelación en los juicios de menor cuantía. Nos parece que esa circunstancia podría 
disminuir ciertas garantías. 


Una segunda consulta refiere al tema de las prescripciones. En este caso, cuando se interpone 
una excepción de prescripción, el juicio termina con la sentencia definitiva, y es ahí donde se pronuncia 
sobre la prescripción; solamente para el caso de incompetencia se está previendo un pronunciamiento 
previo por parte del Tribunal. De acuerdo con este proyecto de ley, parecería que se puede seguir el juicio, 
y la prescripción, que se invoca como excepción, simplemente se terminaría dilucidando con la sentencia 
definitiva. 


El tercer punto tiene que ver con la necesidad que tiene el actor de contestar en el propio 
proceso, oralmente y en el acta, las excepciones que se le interponen. Me gustaría conocer la opinión del 
Ministerio respecto a este tema. 


Otro aspecto que me gustaría plantear se relaciona con el depósito del cincuenta por ciento -que 
fue mencionado aquí- del monto de la condena para poder apelar. Esto existe en el Derecho Comparado, 
pero jurídicamente quisiera saber qué tipo de garantía puede alterarse en el caso de que, más allá de los 
vicios de las chicanas en el ámbito jurídico, el que quiera apelar no disponga de esa suma. La pregunta 
concreta es si no debería haber un tratamiento diferencial respecto de otros casos para que no suceda que 
quien no deposite ese cincuenta por ciento, por falta de disponibilidad económica, no pueda apelar. 


Estas son las preguntas que me surgen del proyecto de ley presentado por la Bancada del 
Partido de Gobierno. Distinto es el anteproyecto de la Suprema Corte de Justicia, que contiene otros 
aspectos, pero según tengo entendido, no sustituye el proyecto inicial sino que simplemente presenta 
aportes respecto a las modificaciones que allí figuran. 


Por otra parte, no sé qué ocurre con el actor, que generalmente -en este régimen autónomo del 
Derecho Laboral que es, como hemos sentido, escuchado y aprendido, sobre todo tuitivo- es el que formula 
la última pregunta, cuando cuenta con plazos de tres días hábiles, como por ejemplo, el que se fija para 
contestar las excepciones. Me pregunto si los plazos, por el hecho de ser más cortos, no estarían 
presionando, de alguna forma, la conducta o la manera de manejarse el actor en estos casos. Todos 
sabemos que las demoras en el ámbito judicial son más de carácter administrativo que de plazos 
procesales. Por ejemplo, está el tema de los traslados de los expedientes e, inclusive, el de las 
notificaciones, que esperamos comiencen a modernizarse a través de la notificación electrónica que se 
está anunciando. En cuanto a este tema de los plazos, pienso que sí se pueden acortar; si no estoy 
equivocado, hoy son de treinta días corridos, y serían sustituidos por diez días hábiles. 


El último punto tiene que ver con la audiencia preeliminar y el hecho de que, por un plazo 
administrativo, se habilite a iniciarse la demanda sin haberse tentado la conciliación, apelando a que no se 
ha sido debidamente eficiente en este tema. A este respecto el artículo 6” señala: “Solicitud de Constancia. 
Si el trámite administrativo no hubiere culminado dentro de los treinta días contados a partir de la solicitud 
de audiencia, el trabajador podrá solicitar una constancia con la que podrá interponer la demanda”. En este 
caso, más allá de lo atendible que es el argumento de la lentitud de la administración, desde nuestro punto 
de vista no debería ser una sanción o, por lo menos, no debería eliminarse la garantía que supone la 
audiencia de conciliación, que estimamos debería concretarse de todas maneras. 


Todas estas preguntas invitan a una reflexión y a que nuestros visitantes nos ilustren sobre el 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un agregado a las preguntas que fueron formuladas. Como el 
señor Senador Abreu habló de la prescripción, pediría al señor Subsecretario que me ilustrara sobre los 
plazos de prescripción que existen actualmente porque no los conozco, aunque quizás los demás 
integrantes de la Comisión sí. En el Senado hemos debatido varias veces sobre el tema y la legislación 


anterior reducía los plazos para la interposición de las demandas a dos años de ocurridos los hechos en 
que se fundaban los reclamos. No recuerdo qué legislación está vigente, porque creo que eso después se 
modificó, pero si así fuere, me gustaría saber cuál es la modificación y qué es lo que está vigente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Más allá de compartirlas o no, las preguntas que se han efectuado son 
realmente razonables. Por lo tanto, vamos a darles la trascendencia que tienen y algunas van a ser 
respondidas por el doctor Zapiraín. 


En mi concepto, el tema de los plazos que plantea el señor Senador Abreu es una preocupación 
totalmente atendible, o por lo menos comprensible, ya que cuando se consideró este proyecto de ley, 
obviamente este tema estuvo en discusión. Los plazos podrán ser éstos u otros, pero lo que debe existir, 
sin duda alguna, son plazos acotados. Se podrá discrepar con esta iniciativa, pero reitero que en nuestro 
concepto los plazos deben ser muy acotados, perentorios e improrrogables -tal como dice el proyecto de 
ley-, por las mismas razones que expusimos al principio. ¡Si sabremos quienes nos hemos manejado en el 
mundo del Derecho Laboral, que muchas veces las demoras llevan a transacciones inadecuadas! Se 
comienza por reivindicar determinadas cantidades, pero en virtud de las demoras o de los apremios que 
pueda tener el trabajador y demás, se termina transando en cifras irrisorias, o ni siquiera se inician juicios 
porque, como dicen, más vale plata en mano, aunque sea poca, que una mayor cantidad, pero dentro de 
cuatro o cinco años. 


Por ese motivo creemos que los plazos deben ser acotados; que tengan algún día más o algún 
día menos, es cuestión de opinión. Sin duda alguna, en nuestro concepto estos plazos deben reflejar la 
filosofía del proyecto de ley. Ese es el comentario que tengo para hacer respecto de los plazos. 


Lo mismo sucede con el tema de la apelación en los juicios de menor cuantía; quizás allí es 
donde más se nota esa distancia entre el Derecho y la realidad, por no estar adecuada la herramienta, que 
es el proceso, al fondo, que es el Derecho. El hecho de que no exista una apelación no significa un 
descaecimiento de garantías. Este juicio de menor cuantía contiene todas las garantías y caben las mismas 
reflexiones que hice con respecto a los plazos. Puede ser que esto merezca alguna corrección, pero 
responde netamente a la filosofía que este proyecto pretende llevar adelante. 


Diría que es casi el mismo fundamento para la tercera pregunta -de las cinco que formuló el 
señor Senador- respecto a las constancias de los 30 días. Si a una persona se le están debiendo salarios 
o cualquier derivación de estos, la incertidumbre que le genera el paso de los días y el no poder ir a la 
instancia que, en definitiva, si no se soluciona en vía administrativa, le va a dar el derecho, muchas veces 
ha originado lo que mencionaba hace unos minutos, es decir, transacciones que siempre son legítimas 
pero que no nos parecen razonables, ni siquiera justas. 


Esto lo veíamos cuando ejercíamos en la actividad privada, y lo seguimos viendo en la actualidad, 
ya sea debido a plazos demasiados largos o porque pasa la vía administrativa o porque hay una recarga de 
trabajo en ella, lo cual es una de las carencias que, como decía al inicio de mi intervención, debemos 
solucionar. Pero esto no es contradictorio con el derecho a una constancia que tendría el trabajador para 
poder dar el paso siguiente. 


Cedería la palabra al Doctor Zapiraín para que precisara los otros temas. 


SEÑOR ZAPIRAÍN.- Las preguntas del señor Senador Abreu forman un conjunto de cuestiones que me 
parecen interesantes, y algunas están en el meollo del debate. 


Pero quisiera responder, en primer lugar, la pregunta que formuló el señor Presidente, que es la 
más concreta. 


De acuerdo con la última legislación -creo que la ley comenzó a regir a partir de enero de 2006-, 
se estableció un régimen de prescripción de cinco años; es decir, los créditos laborales que se vayan 
generando prescriben a los cinco años. Por tanto, durante ese plazo se puede reclamar. Y se mantiene el 
plazo de prescripción para iniciar la demanda o la acción judicial de reclamación; es decir que se tiene un 
año luego que cesa la relación laboral. Eso se mantiene igual al otro régimen. 


Entonces, se establece una serie de cuestiones que permiten cortar el plazo de prescripción 
como, por ejemplo, una simple presentación de la solicitud de conciliación, etcétera. En el régimen anterior 
esto era más estricto. 


Retomaré ahora lo relativo a lo que expresó el señor Subsecretario, respecto a las preguntas que 
se formularon y a las respuestas correspondientes, así como a las soluciones que están en el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite, Doctor Zapiraín? 


Para comprender mejor esta materia, quisiera decir que a través de una legislación anterior, creo 
que era la Ley de Inversiones -estoy hablando de memoria y pido disculpas por ello-, se acortó a dos años 
el plazo para interponer la demanda de reclamo de indemnización. Ahora bien, el Doctor Zapiraín nos 
explica que ese plazo se llevó a cinco años, pero que existe un plazo de un año luego de que se interrumpe 
la relación laboral... 


SEÑOR ZAPIRAÍN.- Cuando se interrumpe la relación laboral, ya sea por despido o renuncia, el trabajador 
tiene un plazo de un año para poder iniciar acciones reclamando aquellos créditos que se originaron en 
dicha relación laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el trabajador comparece ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, este 
hecho ¿interrumpe la prescripción? 


SEÑOR ZAPIRAÍN.- Bueno, remontándonos a la historia, lo cierto es que existía una norma, proveniente 
del período de facto, por la cual se establecía un año. Luego, una vez restablecida la democracia en el año 
1985, se fija un régimen de prescripción de 10 y 2 años que, más tarde, es modificado a través de la Ley de 
Inversiones, estableciéndose 1 y 2 años. Finalmente, ahora se determinan 5 años y 1 año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, pero en este momento la Mesa recuerda que el Doctor Bruni había 
planteado su necesidad de retirarse a esta hora, de manera que le agradecemos muchos su presencia en 
la tarde de hoy. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Muchas gracias. 

(Se retira de Sala el Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Doctor Jorge Bruni) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en el uso de la palabra el Doctor Zapiraín. 

SEÑOR ZAPIRAÍN.- Gracias, señor Presidente. 


Para brindar una respuesta concreta, señalo que, indudablemente, en el espíritu y en la filosofía 
que llevó a la elaboración de este proyecto de ley, se tomaron en cuenta varias cuestiones. Por ejemplo, a 
veces hay dilaciones por razones administrativas, pero en muchas ocasiones las demoras se producen 
porque, en el juego de un procedimiento que permite establecer excepciones de prescripción, de caducidad 
o de incompetencia -algunas de las cuales deben resolverse previamente, de acuerdo con el marco 
normativo vigente-, el resultado es que, muy frecuentemente, el juicio comienza dos años después de 


iniciado el trámite. Entonces, esto ha sido motivo de preocupación, tanto para los Abogados como para los 
propios Jueces. Por ello, en definitiva, de lo que se trata es de reducir esas posibilidades. 


Es así que, en la etapa de conciliación, si la convocatoria de la audiencia correspondiente se 
demorara por una razón administrativa, el actor queda librado para iniciar la demanda, porque lo cierto es 
que muchas veces está reclamando el salario del último mes. Entonces, en esa instancia no tiene que estar 
a la espera ante la demora administrativa. Esto, sin perjuicio del hecho de que todo este procedimiento 
implica que el Juez demande contestación; tengamos presente que, en la audiencia, antes de pasar al 
litigio mismo, una de las primeras acciones del Juez es tentar la conciliación. Por lo tanto, perfectamente 
ello podría estar salvado. En realidad, esto está pensado en beneficio del trabajador, en el sentido de que, 
si la realización de la audiencia de conciliación se demora mucho, él pueda iniciar el juicio. 


En cuanto al tema de las reducciones, digo lo siguiente. El reducir el elenco de las excepciones 
que deben ser resueltas previamente también disminuye la posibilidad de la extensión. La excepción que 
pareciera ser más importante es la de incompetencia, porque en realidad el Juez no puede terminar el 
juicio y decir “Soy incompetente”, porque se perdió tiempo, etcétera; entonces, sí hay una razón fundada 
para que ella sea resuelta en forma previa. A su vez, muchas veces las excepciones de prescripción o de 
otro tipo están vinculadas con la cuestión de fondo, y frecuentemente debe estarse a la prueba y tramitarse 
para poder resolverla. Por lo tanto, este sería el fundamento. 


El acortamiento de los plazos va en la misma dirección, aunque es indudable que requiere otra 
dinámica porque, en definitiva, está pensado en un procedimiento que debe durar muy poco tiempo. En 
realidad, estamos hablando de un plazo no mayor a sesenta o noventa días. Por lo tanto, en base a esa 
razón fundamental, es necesario acortar los plazos. Importa destacar que esta reducción abarca al actor, al 
demandado y también al Tribunal, porque se trata de plazos improrrogables. El mismo Juez, para dictar 
sentencia, ya no dispone de 30 días. 


Con respecto al tema de la apelación en el caso de los juicios de menor cuantía, señalo lo 
siguiente. De acuerdo con información reunida a partir de los distintos juicios que se han tramitado en los 
Tribunales, generalmente el grueso de las demandas se sitúa en montos que oscilan entre 70, 80 y 100, y 
se realizan por salarios o algún beneficio impago. Obviamente, se trata de algo fácilmente comprobable, 
pues si un empleador no pagó el sueldo, el salario vacacional, el aguinaldo o algún otro beneficio, ello 
surge de la propia planilla de trabajo o de los propios laudos de los Consejos de Salarios, teniendo en 
cuenta lo que corresponde según la actividad. Por consiguiente, creo que allí hay una certeza de prueba. 
Reconozco que sí puede haber problemas cuando se están reclamando horas extras, donde se exige una 
prueba; sin embargo, cuando se están reclamando salarios o algunos beneficios salariales marginales o 
adicionales, hay elementos de prueba que surgen de la propia documentación. Por lo tanto, creo que en los 
casos de menor cuantía, la necesidad de no abrir una apelación, no quita que mañana pudiera irse a juicio 
común, a reclamar daños y perjuicios, si los hubiera. En definitiva, allí estaría dada la garantía, tal como 
existe en otros juicios. 


En cuanto al caso de la apelación o del depósito, creo que hay una desigualdad que se tiende a 
igualar, porque no se trata de lo mismo. Muchas veces el trabajador obtiene una sentencia, pero mediante 
apelación o recurso de casación -según los montos de que se trate-, se produce un alongamiento y, 
mientras tanto, el trabajador que depende de eso para subsistir, tiene que esperar todo ese trámite. La 
exigencia de depositar el 50% implica, por lo menos, una barrera. Creo que en ese sentido también 
debemos ser prácticos o, por lo menos, lo deberían ser los Jueces, que tienen poderes inquisitivos. Es 
decir que si se estuviera ante el caso de un empleador o un demandado al que no le fuera posible 
depositar por razones económicas, debería existir la posibilidad de otra contracautela o algún otro 
mecanismo. Ahora bien, hablando en términos generales, se supone que un empleador tiene disponibilidad 
económica como para poder hacerse cargo, aunque eso no quiere decir que el trabajador lo cobre, sino 
que simplemente se deposita a rubro de autos en el Juzgado; finalizada la tramitación de la apelación, se lo 
llevará o se le devolverá. 


SEÑOR ABREU.- El tema de fondo es que, mirado así lo relativo a la igualdad, podría interpretarse -de 
alguna forma, también se ha hecho- que esta norma tendría vicios de inconstitucionalidad. Por ello, 
transfiero mi preocupación y quisiera saber si esto se analizó en el ámbito del Ministerio y qué posición se 
tiene con respecto a esa objeción, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR ZAPIRAÍN.- Creo que se trata de una objeción seria en el sentido de que puede considerarse que 
ahí podría haber una inconstitucionalidad en cuanto violenta el principio de igualdad, pero todo el Derecho 
del trabajo está asentado en el tratamiento desigual, es de decir, de partes que no son iguales 
formalmente. Precisamente, mi estimado profesor y compañero constitucionalista Doctor Korzeniak, 
entiende que el tratamiento desigual en este marco, no violenta el principio de igualdad. Creo que en este 
caso hay una fórmula, una solución, que es de tratamiento desigual, pero que tiende justamente a dar una 
igualdad, porque cuando litigan un empleador y un trabajador, es indudable que no hay igualdad, más allá 
del aseguramiento de la protección de los derechos del empleador. 


No sé si he respondido todas las interrogantes. Reconozco que hay cuestiones y soluciones que 
son discutibles, pero todo el Derecho del Trabajo se asienta sobre aspectos que pueden ser discutibles, 
según la óptica desde la que los estemos mirando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que los señores Senadores no desean formular más preguntas a 
nuestro invitado, agradecemos su presencia y los informes que nos ha brindado. 


La Presidencia propone que una vez culminado el tratamiento del tema que fue planteado para el 
martes próximo, este asunto siga como primer punto del orden del día de la Comisión, pues se trata de una 
norma de mucha trascendencia. Quien habla recién ahora ha entrado en contacto con el tema y advierte 
que hay disposiciones que pueden merecer opiniones dispares que seguramente van a contribuir a desatar 
una polémica y una legislación nueva en el Uruguay; no obstante, este es uno de los proyectos que el 
Gobierno se ha planteado. 


Nuevamente agradecemos la presencia al Doctor Zapiraín. 


SEÑOR ZAPIRAÍN.- Quiero agradecer a la Comisión por el recibimiento que nos han brindado y, además, 
deseo hacerlo en nombre del señor Ministro, quien había sido inicialmente invitado. 


(Se retira de Sala el Doctor Zapiraín, asesor del 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que una vez culminado el tratamiento del juicio político al señor 
Intendente de Maldonado, este tema relativo a los procesos laborales continúe siendo el primer punto de 
los asuntos a tratar y que la iniciativa relativa a los daños causados a terceros en la ejecución de servicios 
públicos se trate después. 


SEÑOR ABREU.- En lo personal, quisiera sugerir algunas invitaciones o comparecencias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando sigamos con el tratamiento del tema lo podrá hacer, señor Senador. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 6 minutos.) 
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